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IGLESIA CATÓLICA Y REVOLUCIÓN MEXICANA

LA IGLESIA
CATÓLICA Y LA
REVOLUCIÓN
MEXICANA, 1913-1920* 
Gabriela Aguirre**

Fin del maderismo e inicio de la lucha por un proyecto social de 
nación

El 9 de febrero de 1913 el gobierno 
de Francisco I. Madero enfrentó un golpe de estado cuyo desenlace 
terminó con su vida. En el levantamiento, los conspiradores liberaron 
de prisión a Bernardo Reyes y Félix Díaz, quienes con el apoyo de 
las tropas de la Ciudadela y de los estudiantes de la Escuela de Aspi-
rantes de Tlalpan, pretendieron tomar Palacio Nacional. El plan no se 
desarrolló como se esperaba debido a que fuerzas leales al gobierno 
maderista lograron la defensa eficaz de la plaza, aunque en esa acción 
el general Lauro Villar, uno de los pocos oficiales efectivos y leales, 
cayó gravemente herido. En el combate murieron el general Reyes 
y casi doscientos de sus hombres, situación que obligó a Félix Díaz a 
refugiarse en la Ciudadela.1

El presidente Madero decidió, en consecuencia, nombrar a Victo-
riano Huerta como el encargado de combatir la sublevación, a pesar de 
que la honestidad y lealtad de este general eran bastante dudosas; fue 

* El título original es: “La Iglesia católica y la Revolución mexicana 1913-1920: de la 
persecución a la conciliación”, reducido por razones de espacio.

** Departamento Académico de Estudios Generales, ITAM.
1 Charles C. Cumberland, Madero y la Revolución Mexicana, 1984, México, Siglo XXI, 

p. 267-9.
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así como tuvo lugar el sangriento período conocido como “la Decena 
Trágica” cuyo final aconteció el 18 de febrero, día en que Madero y su 
vicepresidente Pino Suárez fueron arrestados por el general Blanquet 
a las órdenes del propio Huerta.

Por su parte, el embajador norteamericano Henry Lane Wilson, 
actor importante en la caída de Madero, invitó a Díaz y a Huerta a 
negociar con el objeto de mantener el orden en la ciudad. De esa reunión 
surgió el “Pacto de la Embajada” o “Pacto de la Ciudadela” en el que 
se acordó que Huerta ocupara la presidencia provisional con el com-
promiso de que convocara a elecciones y apoyara la candidatura de 
Félix Díaz para presidente; además incluyó la promesa de que ambos 
generales harían todo lo necesario para impedir la restauración del 
régimen maderista.2

Ante los hechos consumados, Madero y Pino Suárez fueron obliga-
dos a renunciar con el ofrecimiento de que se les daría un salvoconducto 
para abandonar el país, situación que no ocurrió dado que en la madru-
gada del 22 de febrero fueron asesinados cuando eran trasladados 
a la Penitenciaría. La versión oficial fue que habían perecido en un 
tiroteo entre los guardias y un grupo que trataba de liberarlos; en reali-
dad fueron asesinados por dos oficiales a las órdenes de Huerta.3

La consecuencia inmediata a estos sucesos no se hizo esperar: el 
gobernador de Coahuila, Venustiano Carranza, objetó casi inmediata-
mente el acceso al poder de Victoriano Huerta considerándolo como un 
golpe de estado y declaró, por tal motivo, que su gobierno se manten-
dría independiente del poder central; asimismo, acusó al clero de ser 
aliado de Huerta por lo que, a partir de entonces, su movimiento asumió 
una marcada actitud hostil hacia la Iglesia que se manifestaría en una 
terrible persecución religiosa.4 Este anticlericalismo fue compartido 

2 Ibid., p. 274. Friedrich Katz, La guerra secreta en México, 1982, México, Era, p. 131.
3 Cumberland, op. cit., p. 276. Para Katz no sólo Huerta, sino también el embajador 

norteamericano, Wilson, fueron responsables del asesinato del presidente Madero. Véase 
Katz, op. cit., p. 135-8.

4 Jean Meyer, La cristiada.2-el conflicto entre la iglesia y el estado 1926-1929, 1989, 
México, Siglo XXI, p. 66-7.
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por varios de los revolucionarios que se unieron al movimiento carran-
cista desplegando, en la práctica, diferentes formas de agresión.

La participación de los católicos y en general de los miembros de 
la Iglesia en el derrocamiento del régimen maderista es un capítulo que 
se ha prestado a diversas interpretaciones. Mientras algunos autores 
sostienen que tanto la jerarquía eclesiástica como ciertos integrantes del 
Partido Católico vieron con buenos ojos la salida de Madero e incluso 
apoyaron abiertamente a Huerta, otros consideran que la Iglesia no 
sólo estuvo al margen de los acontecimientos políticos, sino que los 
condenó en la prensa.5

Sea cual fuere lo ocurrido, lo importante es destacar que para los 
revolucionarios, con o sin razón, la Iglesia fue cómplice del cuartelazo 
contra Madero y jugó el papel de aliada fiel del gobierno huertista. Sin 
embargo, cabría señalar que este anticlericalismo ya existía mucho antes 
de que estallara la Revolución,6 sólo que, en esta ocasión, se presentó 
con nuevas formas en las que el uso de la violencia fue una constante.

Las razones de este comportamiento fueron diversas: para Berta 
Ulloa, el anticlericalismo de 1913 tuvo un carácter fiscal y xenófobo; 

5 Como representantes del primer grupo están Alfonso del Toro y Alicia Olivera quie-
nes aseguran que Huerta recibió dinero del clero a cambio de tolerancia. Por su parte, el 
segundo grupo lo constituyen escritores católicos como los jesuitas José Gutiérrez Casillas 
y Gerardo Decorme quienes niegan que la Iglesia haya participado en asuntos políticos. 
Véase Alfonso del Toro, La Iglesia y el Estado en México, 1927, México, Talleres Gráficos 
de la Nación, p. 360; Alicia Olivera, Aspectos del conflicto religioso, 1987, México, INAH, 
p. 53; Gutiérrez Casillas, Jesuitas en México durante el siglo XX, 1981, México, Porrúa, p. 
78; Gerardo Decorme, Historia de la Compañía de Jesús en la República Mexicana, 1914, 
p. 4-5 (manuscrito). Un trabajo que analiza en detalle estas posturas e incluso utiliza fuentes 
nuevas para interpretar la participación de los católicos en el gobierno de Huerta es la tesis 
doctoral de Laura O’Dogherty. En este estudio la autora plantea tres conclusiones: primera, 
tanto Victoriano Huerta como Félix Díaz eran vistos por los católicos como una posibilidad 
de restablecer un régimen de paz y orden; segunda, que la nueva administración significó 
la restitución de algunos derechos políticos que los católicos consideraban que habían sido 
conculcados por el régimen de Madero; y, tercero, que el nuevo régimen prometía mejorar 
la situación de la Iglesia. Véase Laura O´Dogherty, De urnas y sotanas: el Partido Católico 
Nacional en Jalisco, 1999, México, El Colegio de México, tesis doctoral, p. 250-60. 

6 Desde finales del siglo pasado, los liberales mexicanos habían mostrado su oposición 
a la Iglesia por medio de las Leyes de Reforma.
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los revolucionarios tuvieron la necesidad de conseguir fondos y los 
obtuvieron confiscando propiedades, exigiendo préstamos forzosos, 
tomando los bienes de los templos, conventos, bibliotecas, etc.; mien-
tras que su carácter xenófobo se manifestó, con la expulsión de sacer-
dotes, frailes y monjas extranjeros.7 Por su parte, Jean Meyer habla 
de que, si bien las premisas filosóficas del anticlericalismo fueron las 
mismas que las de los liberales del siglo pasado con los revoluciona-
rios, la oposición a la Iglesia adquirió una violencia y un sectarismo 
nuevos. El sectarismo se debió al surgimiento de individualidades 
destacadas y la violencia a la experiencia de las guerras de Reforma.8 
En este sentido, se debe matizar que no todos los revolucionarios 
fueron anticlericales y que, los que sí lo fueron, ejercieron diversas 
modalidades de hostigamiento, según su sentimiento antirreligioso.9 

7 Berta Ulloa, La Constitución de 1917, 1983, México, El Colegio de México, p. 424.
8 Meyer, op. cit., p. 67.
9 Meyer aclara que los zapatistas fueron católicos y, por lo mismo, la Iglesia no fue 

molestada en esa región. Agrega que cuando todo el Episcopado mexicano estuvo en el 
destierro, monseñor Fulcheri, quien había sido obispo de Cuernavaca, se refugió en la zona 
zapatista pues se decía que él era el confesor de Zapata. Para Meyer los villistas tuvieron una 
postura parecida; las acciones del villismo contra la Iglesia fueron escasas y en su mayoría se 
debieron a sus generales Fierro y Urbina. Villa –dice Meyer– no compartió jamás los senti-
mientos de los jacobinos y comprendió muy bien el peligro que había en separarse de la base 
popular. Ibid., p. 96-7. Sin embargo, esta postura se contrapone con la del jesuita Decorme, 
quien relata los atropellos de los villistas en la toma de Saltillo en donde el clero sufrió una 
terrible persecución y en especial los jesuitas. Véase Decorme, op. cit., p. 39. También Alicia 
Olivera nos habla de que Villa comulgaba con una actitud anticlerical. Véase Olivera, op. 
cit., p. 57-8. Una opinión más a tomarse en cuenta es la de Katz, quien sostiene que la pos-
tura de Villa ante la Iglesia fue ambivalente. Aclara que aunque Villa no fue antirreligioso y 
probablemente creía en el catolicismo, despreciaba a los curas; su mezcla de tolerancia ante 
la religión y convicción de que los sacerdotes explotaban a la gente –dice Katz– influyó en 
su política frente a la Iglesia. Por una parte, tras tomar la ciudad de Saltillo, sometió a los 
jesuitas capturados a un simulacro de ejecución para forzarlos a pagar un enorme rescate; por 
otra, cuando ocupó Guadalajara, ordenó que se reabrieran muchas iglesias que los carrancistas 
habían cerrado. Su periódico Vida Nueva atacó a los carrancistas por atentar contra la libertad 
religiosa cerrando iglesias e impidiendo el libre ejercicio de la religión católica. Finalmente, 
Katz concluye que la conducta que siguió Villa con la Iglesia pudo procurarle cierto apoyo 
adicional entre los campesinos, pero no el apoyo de la propia institución eclesiástica. Véase 
Friedrich Katz, Pancho Villa, 1998, México, Era, vol. 2, p. 23-5.
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En forma prácticamente uniforme, la historiografía ha señalado 
a los constitucionalistas como el grupo que más se manifestó en contra 
de la Iglesia y, dentro de éstos, a los carrancistas. Sin dejar de lado la 
hostil participación de los obregonistas, gonzalistas, villistas, etc., fue 
el grupo liderado por Carranza el que encauzó la persecución religiosa 
en sus diversas modalidades: destrucción de iglesias; profanación de 
catedrales; destierro de obispos; ejecución de sacerdotes; clausura 
de templos y escuelas; saqueo y demolición de conventos; promulga-
ción de decretos anticlericales, etc.10 

Los años subsecuentes a 1913 fueron, así, años en los que la Iglesia 
católica experimentó un fuerte acoso cuyo motivo no puede encontrarse 
en una sola explicación. Además de un factor de índole económico, la 
persecución tuvo causas mucho más profundas: algunos revoluciona-
rios atacaron al clero y al catolicismo por su influencia educativa sobre 
los niños y por su papel histórico en la vida política de la nación. Para 
el general Francisco Múgica, por ejemplo, había que comenzar por 
combatir las prácticas ‘más detestables’ como la confesión auricular 
porque según él era “donde estaba el peligro, donde residía todo el 
secreto del poder omnímodo que estos hombres negros y verdadera-
mente retardatarios habían tenido durante toda su vida de corporación 
en México”.11 Para otros, el catolicismo era ‘un cáncer’, por lo que 
existían razones sobradas “no sólo para perseguir, sino aún para exter-
minar a esa canalla que [había] hecho que la sociedad mexicana fuese 
retardataria”.12 Todos estaban convencidos de lo “inmoral que era la 
institución clerical en el país cuyos sacerdotes debían llamarse banda 
de ladrones, porque no eran otra cosa que estafadores de dinero de los 
trabajadores para poder enriquecerse y darse una gran vida”.13

10 Una descripción detallada sobre la persecución religiosa que sufrieron los jesuitas se 
encuentra en Decorme, op. cit., p. 25-197; Berta Ulloa ofrece, de manera más breve, algunas 
referencias sobre el tema, Ulloa, op. cit., p. 424-43; también Meyer cuenta algunas situaciones 
de la persecución, Meyer, op. cit., p. 71-91.

11 Meyer, op. cit., p. 87.
12 Esta idea era compartida por los constitucionalistas en general. Véase ibid., p. 88.
13 Ibid., p. 88-9. Un ejemplo del anticlericalismo revolucionario se observa en el decre-

to expedido el 23 de julio de 1914 por Antonio I. Villarreal, en su calidad de gobernador y 
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Para la mayoría de los constitucionalistas, la Iglesia representó 
un peligro que había que eliminar, pues su presencia en los ámbitos 
de la vida social era indiscutible; de hecho, su existencia significaba 
una competencia real en la que los revolucionarios se encontraban en 
desventaja; de ahí su actitud hostil y persecutoria. Sus argumentos 
acusatorios contra el clero católico en realidad obedecían a un senti-
miento de inferioridad frente a una institución que mostraba grandes 
avances en materia social. Esta desventaja se dejó ver en la aplicación 
de un proyecto social católico en el que laicos y clérigos tenía parti-
cipación y en el que todos los sectores sociales estaban incluidos. La 
meta: restaurar el orden social cristiano.

A mediados de 1914, cuando el general Huerta se vio obligado 
a salir del país ante el triunfo de los constitucionalistas, la Iglesia ya 
contaba con una serie de organizaciones laicas que fueron su apoyo 
para fortalecer y difundir su proyecto social. Aunque de reciente 
creación, estas corporaciones mostraron su eficacia, sobre todo, en 
los difíciles años de la persecución religiosa. La Asociación de las 
Damas Católicas Mejicanas [sic], la Asociación Católica de la Juventud 
Mexicana, los Caballeros de Colón y la Confederación Nacional de 
los Círculos Católicos de Obreros14 sirvieron de soporte al catolicismo 
social, en especial, en momentos en los que el clero tuvo muy poco 
margen de acción. 

Con esta base corporativa, entendida como una estructura confor-
mada por diferentes cuerpos sociales, la Iglesia pareció llevar la 

comandante militar del estado de Nuevo León. En él, expresaba su determinación de “some-
ter y castigar” al “Clero Católico Romano” por su actuación como “pernicioso factor de 
desorganización y de discordia”. Por tal motivo, el decreto determinaba, entre otras cosas, 
el “sometimiento de las escuelas católicas a la autoridad civil”. Véase Gloria Villegas, “Esta-
do e Iglesia en los tiempos revolucionarios” en Relaciones Estado-Iglesia, 2001, México, 
Secretaría de Gobernación, p. 191-2. 

14 La Asociación de Damas Católicas Mejicanas se fundó en el año de 1912; en 1920 
cambió de nombre por el de Unión de Damas Católicas. La Asociación Católica de la Ju-
ventud Mexicana (ACJM) nació también en 1912. Los Caballeros de Colón se estableció en 
el país en 1905 y la Confederación Nacional de Círculos Católicos de Obreros se constituyó 
a finales de 1911. 
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delantera con respecto al grupo que pretendía tomar las riendas del 
país; es decir, mientras los revolucionarios intentaban romper con los 
esquemas del antiguo régimen porfiriano, la Iglesia se organizaba y 
se fortalecía, aprovechándose de ello para ganar terreno.15

A diferencia de la Iglesia, la poca claridad de un proyecto social por 
el cual los constitucionalistas defendieran su causa se observó desde 
los inicios de la Revolución, de tal forma que el Plan de Guadalupe con 
el que Venustiano Carranza, entonces gobernador de Coahuila, se 
levantó en contra del gobierno central, no contempló demanda social 
alguna.16 De hecho, poco antes de que el líder revolucionario lo diera 
a conocer, manifestó a sus seguidores lo siguiente: 

Esta Revolución debe ser sólo, y saberlo todo el mundo, para restau-
rar el orden constitucional, sin llevar al pueblo, con engaños, a una lucha 
que ha de costar mucha sangre, para después, si no se cumple, dar lugar 
a mayores movimientos revolucionarios. Las reformas sociales que 
exige el país deben hacerse; pero no prometerse en este plan, que sólo 
debe ofrecer el restablecimiento del orden constitucional y el imperio de 
la ley.17

15 Cabe aclarar que la Iglesia respondió a las acusaciones hechas en su contra con la 
promulgación de algunas cartas pastorales, entre las que destacó la elaborada en noviembre de 
1914, desde La Habana –refugio de algunos prelados–. En ella, además de anunciar que existía 
“un plan fraguado para aniquilarla”, hacía hincapié en distinguir entre las medidas practicadas 
por la Iglesia para ayudar a los obreros y las promesas incumplidas e incompetentes por parte 
de los jefes revolucionarios, quienes “habían pretendido ganarse a los obreros y jornaleros 
católicos repartiéndoles las sobras de lo quitado a los capitalistas y ricos y halagándolos con 
decretos arbitrarios sobre jornales”. Véase Villegas, “Estado e Iglesia...”, p. 195-7.

16 Este Plan, promulgado el 20 de marzo de 1913, desconoció al gobierno “traidor” de 
Huerta; estableció la formación del Ejército Constitucionalista bajo la dirección de Venustiano 
Carranza como Primer Jefe, quien una vez conseguido el triunfo, asumiría la presidencia 
provisional para posteriormente convocar a elecciones generales. Gloria Villegas, México y 
su historia, 1984, México, UTEHA, tomo 10, p. 1331.

17 Arnaldo Córdova, La ideología de la Revolución Mexicana, 1973, México, Instituto 
de Investigaciones Sociales, UNAM-Era, p. 195-6. De acuerdo con este autor, para Carranza 
las reformas sociales no eran el propósito fundamental de la Revolución; éstas debían llevarse 
a cabo como parte de un proyecto nacional más amplio, una vez que el objetivo primordial 
se lograra, y éste era la toma del poder. Ibid., p. 198.
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Poco duró a Carranza mantenerse en esta postura. El 24 de septiem-
bre de 1913 –seis meses después– pronunció un importante discurso 
en Hermosillo, Sonora, cuyo contenido parecía sugerir la necesidad de 
ofrecer reformas sociales, por lo que el primer jefe se vio obligado a 
redefinir su postura:

El Plan de Guadalupe [dijo] es un llamado patriótico a todas las 
clases sociales, sin ofertas y sin demandas al mejor postor. Pero sepa el 
pueblo de México que, terminada la lucha armada a que convoca el Plan 
de Guadalupe, tendrá que principiar formidable y majestuosa la lucha 
social, la lucha de clases, queramos o no queramos nosotros mismos y 
opóngase las fuerzas que se opongan, las nuevas ideas sociales tendrán 
que imponerse en nuestras masas; y no es sólo repartir tierras y las riquezas 
nacionales, no es el sufragio efectivo, no es abrir más escuelas, no es 
igualar y repartir las riquezas nacionales; es algo más grande y más sagra-
do; es establecer la justicia, es buscar la igualdad, es la desaparición de 
los poderosos, para establecer el equilibrio de la conciencia nacional.18

En diciembre de 1914, Carranza expidió las “Adiciones al Plan de 
Guadalupe”, documento que exponía la necesidad de realizar reformas 
indispensables que garantizaran la igualdad de los mexicanos, entre 
ellas, la expedición de leyes agrarias para mejorar las condiciones 
del peón rural, del obrero, del minero y en general del proletariado.19 
Sin embargo, tales medidas obedecieron más a fines políticos que a 
un proyecto social por el cual se estuviese luchando; en los hechos la 
facción carrancista necesitaba de un mayor apoyo popular para con-
trarrestar a las facciones de Villa y Zapata por lo que, las medidas de 
corte social que el primer jefe empezó a practicar, respondieron a la 
necesidad de ganarle el terreno a dichas facciones.

En este contexto, Carranza expidió la conocida Ley Agraria de 6 
de enero de 1915, cuyo propósito fundamental fue revestir de carácter 

18 Juan Barragán Rodríguez, Historia del ejército y de la revolución constitucionalista. 
Primera época, 1985, México, Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución 
Mexicana, p. 217.

19 Villegas, México y su historia, p. 1347.
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legal las expropiaciones de tierras para dotar a los pueblos, en vez 
de limitarse a ‘ocupaciones de hecho’ como hasta entonces las estaba 
llevando a cabo –de manera ilegal– el zapatismo.20 Esta estrategia 
legalista –dice Arnaldo Córdova– llevó al primer jefe a descalificar 
políticamente a los zapatistas y a los villistas acusándolos de simples 
delincuentes: “las facciones que, después de la derrota del huertismo, 
han combatido al Gobierno Constitucionalista, se han distinguido, 
a la vez por su falta de orden, o lo que es lo mismo, por la ausencia 
completa de ley, por la carencia de toda clase de respeto al ajeno”.21 

Sin embargo, no puede olvidarse, la Ley Agraria del 26 de octubre 
de 1915 y el Programa de reformas político-sociales de la Revolu-
ción aprobado por la Soberana Convención Revolucionaria, definían 
las reivindicaciones agrarias como la ‘razón íntima’ y la ‘finalidad 
suprema de la Revolución’ y señalaban como su objetivo específico 
la reglamentación de los principios del Plan de Ayala para su inmediata 
aplicación. De acuerdo con Córdova, el Programa fue una respuesta tardía 
a los grandes problemas políticos y sociales, que llegó cuando el ejér-
cito villista había sido destruido por completo y los zapatistas estaban 
siendo asediados en su propio terreno por los carrancistas. Éste constó 
de un “Manifiesto a la Nación”, cinco grupos de artículos referentes a 
‘la cuestión agraria’, ‘la cuestión obrera’, reformas sociales, reformas 
administrativas y reformas políticas. Lo importante a destacar es que, 
si bien los constitucionalistas lanzaron las primeras leyes de reformas 
sociales, el debate comenzó en la Convención y esas mismas leyes 
respondieron a la necesidad de ganar la partida a los zapatistas y a 
los villistas como ya se mencionó.22

20 Córdova, op. cit., p. 202.
21 Ibidem.
22 Ibid., p. 165-8. Un análisis más detallado de las sesiones de debate de la Soberana 

Convención Revolucionaria muestra que la discusión sobre cuestiones laborales (reconoci-
miento legal del sindicato y derecho de huelga y sabotaje) fue muy intensa y rica en contenido 
social. Ello nos habla de que los convencionalistas también fueron importantes impulsores de 
las reformas sociales, cuestión que necesariamente tuvo que influir en el contenido del artículo 
123 de la Constitución de 1917. Véase Florencio Barreda Fuentes, Crónicas y debates de 
las sesiones de la Soberana Convención Revolucionaria, 1965, México, Conmemoraciones 
cívicas de 1964, tomo III, p. 361-79, 387-408 y 439-502.
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Convencionistas y constitucionalistas promovieron –por causas 
diversas– reformas sociales de gran trascendencia: salario mínimo, 
jornada laboral, descanso obligatorio, reparto agrario, etc.; sin embar-
go, a diferencia de la Iglesia, sus propuestas no tuvieron proyección 
nacional; así, el movimiento revolucionario estaba dividido y, por lo 
mismo, no pasaron de ser enunciados con un escaso resultado práctico.

En contraste, la política eclesial, definida en la Rerum Novarum, 
ganaba espacio sin necesidad de recurrir a leyes o a decretos (aunque 
sí los hubo). Apoyada en su estructura parroquial y organizada en 
cuerpos sociales (damas católicas, caballeros de Colón, jóvenes y 
obreros) la Iglesia difundió sus principios de caridad, amor y justicia, 
con lo cual su respuesta a los problemas sociales y en especial a la 
difícil situación que vivía el obrero, pareció ser más efectiva que la de 
los revolucionarios.

En este contexto de lucha de facciones, se logró concretar en 
febrero de 1915 el “Pacto de la Casa del Obrero Mundial”, mediante 
el cual los obreros se comprometieron a organizar batallones de lucha 
que apoyarían al constitucionalismo, a cambio de mejores condiciones 
laborales; fue así, como ‘de golpe’, que el constitucionalismo triunfó 
política y militarmente, desprestigiando a la lucha villista y zapatista 
como lucha revolucionaria.23

En febrero de 1916, cuando finalmente Carranza, en calidad de 
presidente provisional, logró establecerse en la ciudad de México, 
dio marcha atrás a sus reformas sociales mostrando con ello el perfil 
conservador de su lucha. De este modo, la facción triunfante no fue 
promotora de un cambio social en el que estuviese contemplado dar 
una solución al problema obrero y campesino, por lo menos no a corto 
plazo.24

23 Córdova, op. cit., p. 204. Sobre el papel que ejercieron los ‘batallones rojos’ y las 
reformas de tipo laboral que tanto la Iglesia como los revolucionarios plantearon se hablará 
más adelante en el capítulo IV de esta investigación. 

24 Parece ser, a juicio de Arnaldo Córdova, que Carranza temió como a ninguna otra 
cosa, la posibilidad de que las reformas escapasen al control del Estado. Las reformas siem-
pre fueron para él –dice el autor– un medio de manipulación, una necesidad imperiosa, para 
mantener el poder que había logrado organizar. Ibid., p. 217.
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En este escenario de competencia, donde la facción triunfante de 
la Revolución pareció estar en desventaja frente a posturas sociales 
más avanzadas como las que la Iglesia sostenía, tomó consistencia la 
intención de modificar la Constitución de 1857 y más tarde de crear 
una nueva. El ala radical del carrancismo dominó el Congreso Consti-
tuyente reunido a finales de 1916 en la ciudad de Querétaro, con lo 
cual el proyecto de reformas propuesto por Carranza no fue aceptado. 
Este fue considerado muy limitado en algunos aspectos, por lo que los 
diputados allí reunidos terminaron elaborando una nueva Constitución 
cuya promulgación tuvo lugar el 5 de febrero de 1917.25

La nueva Carta Magna rebasó las expectativas de Carranza logran-
do plasmar transformaciones sociales y económicas de gran alcance. 
Para la Iglesia, esta nueva legislación representó un duro golpe pues 

25 Tanto los artículos anticlericales como los de corte social figuraron en el proyecto de 
reforma de Venustiano Carranza; no obstante, su contenido no pareció satisfacer las expec-
tativas de los diputados encargados de aprobarlos. Por ejemplo, el artículo 3º que tuvo como 
tema central la discusión de la libertad de enseñanza fue uno de los más debatidos puesto que 
mientras que en la propuesta del primer jefe sólo se especificaba que la educación laica se 
daría en establecimientos oficiales, la contraparte expuso la importancia de que ésta se diera 
también en los particulares. El artículo 24 fue, asimismo, ampliamente comentado habiéndose 
aceptado prácticamente tal y como Carranza lo formuló; sin embargo, no faltaron voces que 
propusieron prohibir la confesión auricular al sacerdote de cualquier culto. Esta iniciativa 
no fructificó por lo que el mencionado artículo decretó la libertad de creencia religiosa y 
estableció que “todo acto religioso de culto público se celebrase dentro de los templos”. El 
artículo 130 constitucional fue –a juicio de Rabasa– la expresión máxima o cristalización del 
anticlericalismo revolucionario pues no sólo incorporó las Leyes de Reforma, sino que incluso 
fue más allá al establecer la facultad de los estados a “determinar según las necesidades locales 
el número máximo de ministros de cultos”. Asentó, a su vez, que la “institución denominada 
Iglesia carecía de personalidad jurídica alguna en tanto que sus ministros serían considerados 
como personas que ejercían una profesión y sujetos a las leyes de la materia”. Otro elemento 
nuevo que integró este artículo fue el relacionado con la nacionalidad, estipulando que se 
requería ser mexicano por nacimiento para ejercer el ministerio. Rabasa aclara, además, 
que a este artículo el constituyente le añadió dos importantes elementos: uno, que ninguna 
corporación religiosa o ministro de culto podría establecer o dirigir escuela de instrucción 
primaria y, dos, que las escuelas primarias particulares se sujetaban a la vigilancia oficial. En 
cuanto al artículo en materia laboral, el criterio de Carranza fue ampliamente superado por 
los diputados reunidos en Querétaro, habiéndose elaborado uno nuevo –el 123– intitulado 
“Trabajo y previsión social”. Véase Emilio O. Rabasa, El pensamiento político y social del 
Constituyente 1916-1917, 1996, México, UNAM, p. 100-15, 124-5 y 127-30. 
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no sólo la limitó en sus facultades más comunes, sino que incluso se 
apropió –por así decirlo– de su proyecto social por el cual un impor-
tante sector del alto clero y miembros distinguidos del extinto Partido 
Católico parecían haber tenido la delantera.

Desde el punto de vista religioso, el texto constitucional cumplió 
con las expectativas que los revolucionarios se habían trazado: acabar 
con el poder de la Iglesia. Por principio de cuentas se reestableció la 
educación laica (artículo 3); se prohibieron los votos monásticos y 
las órdenes religiosas (artículo 5); se negó a la Iglesia el derecho a 
poseer, adquirir o administrar propiedades, así como a ocuparse de 
establecimientos de beneficencia; todos los lugares de culto fueron 
considerados propiedad de la nación (artículo 27); quedó prohibido 
el culto externo (artículo 24); se negó el derecho a los ministros de 
las religiones a tener injerencia en asuntos políticos y se desconoció 
personalidad alguna a las iglesias. Y por último, se limitó el número 
de sacerdotes y se estableció que sólo los mexicanos podían ejercer 
el ministerio (art. 130).26

Entre las reformas sociales sobresalió el artículo 123 en el que 
se definieron las relaciones entre el capital y el trabajo, estableciéndose 
la protección de los intereses de los trabajadores: la creación de los 
tribunales de trabajo, el mejoramiento de las condiciones laborales y 
la reglamentación del trabajo de la mujer y de los adolescentes. Ade-
más, se garantizó el contrato de trabajo en beneficio del trabajador; 
se reconoció el derecho de huelga, la libertad sindical, el derecho al 
descanso dominical, se estableció el requisito del salario mínimo y 
se limitó la jornada laboral.27 Estos nuevos planteamientos sociales 
tuvieron, sin lugar a duda, gran similitud con los propuestos en la 
dieta de Zamora de 1913 cuando el jesuita Méndez Medina expuso 
su conferencia sobre “La cuestión social en México”.

En ese entonces los temas principales del artículo 123 fueron 
analizados por los católicos allí reunidos y considerados como los 

26 Para mayores detalles sobre los artículos anticlericales véase Ulloa, op. cit., p. 452-65.
27 Villegas, México y su historia, p. 1354. Una versión completa del artículo 123 se 

encuentra en Ulloa, op. cit., p. 333-7.
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principios básicos por los que se debía luchar para atender el problema 
social; entre ellos podemos considerar la jornada máxima, el salario 
mínimo, el descanso obligatorio, la creación de tribunales de conci-
liación y arbitraje, los seguros e indemnizaciones, la prohibición del 
trabajo nocturno a mujeres y niños y, tal vez uno de los más impor-
tantes, el derecho de asociación profesional entre los obreros. Cuatro 
años después los constitucionalistas los adoptaron como suyos en este 
artículo que fue de gran importancia pues recuperó el sentido social 
de la Revolución; después de varios años de guerra, parecía que la 
recompensa llegaba a campesinos y obreros.28

Con la Carta Magna quedaba claro que la legislación era la vía más 
adecuada para enfrentarse al poder eclesiástico, sobre todo si toma-
mos en cuenta que, por el momento, el grupo en el poder carecía de 
los medios económicos para obstruirlo. De esta manera, la nueva 
Constitución vino a cerrar un ciclo (iniciado en 1913) en el que la 
Iglesia experimentó persecución y hostigamiento y cuyo efecto más 
visible no sólo fue el saqueo, destrucción y cierre de templos sino, 
incluso, el destierro y dispersión de los principales miembros de la 
jerarquía eclesiástica y del clero en general. Pese a ello, como ya se 
dijo, la Iglesia logró sobrevivir –en gran medida– gracias al papel que 
los grupos laicos ejercieron en circunstancias tan difíciles para ella. 

El carrancismo y el clero católico

Si bien el balance de la Revolución fue negativo para el clero católico, 
éste no lo perdió todo: el destierro, la persecución, el robo, la profana-
ción y, finalmente la propia Constitución de 1917, afectaron fuerte-
mente sus intereses, sin embargo, en cierto sentido lo fortalecieron. 

28 Entre los autores que señalan la existencia de una correlación entre el artículo 123 
constitucional y los postulados expresados en la dieta de Zamora se encuentran: Decorme, 
op. cit., p. 16 y Ulloa, op. cit., p. 337. Un estudio comparativo entre este artículo y la política 
social de la Iglesia lo ofrece Joaquín Márquez Montiel S. J., La doctrina social de la Iglesia 
y la Legislación Obrera Mexicana, 1939, México, Donceles 99 A., Apartado 2181.
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El Episcopado en el exilio, localizado básicamente en las ciudades 
de San Antonio, Chicago, San Diego y La Habana, desarrolló una 
importante comunicación interna, misma que lo llevó a un proceso de 
reflexión y autocrítica sobre la situación de la Iglesia en México. Esta 
circunstancia se tradujo, en la práctica, en la búsqueda de mecanismos 
de acción por parte de la jerarquía católica que permitiesen afrontar de 
la mejor manera posible la situación adversa que vivía.

Entre las acciones que emprendieron los prelados mexicanos en 
el exilio, estuvieron las de establecer relaciones cercanas con el clero 
católico de los Estados Unidos29 y una muy asidua correspondencia 
con la Santa Sede. Es decir, a lo largo de cuatro años y fracción, 
tiempo que duró el destierro,30 entablaron una estrecha relación con 
obispos norteamericanos y con los principales personajes de la curia 
romana, situación que coadyuvó a su fortalecimiento pues de estas 
dos instancias recibieron un respaldo importante.31

A ello habría que agregar el que se hubiese logrado concretar, 
aunque fuese en el extranjero, la idea de fundar un seminario inter-
diocesano con el propósito de no abandonar la formación del clero, 
profundamente afectado por la clausura de varios de sus seminarios. 
En esta ocasión el obispo de Tulancingo, Juan de Jesús Herrera y Piña, 
junto con monseñor Francis Kelly, presidente de la organización The 
Catholic Church Extension Society, fueron los principales promotores 

29 Entre los prelados norteamericanos que más ayudaron a los mexicanos estuvieron el 
arzobispo de Chicago, Jacobo Quiegley; el obispo de San Diego, Juan G. Shaw; el obispo 
Francis Kelly, presidente de la organización The Catholic Church Extension Society con 
sede en Chicago; así como Guillermo Hume, rector de la curia episcopal de San Antonio. 
Véase Eduardo Chávez Sánchez, Historia del Seminario Conciliar de México, 1981, México, 
Porrúa, tomo II, p. 893.

30 Cabe aclarar que este tiempo no fue igual para todos los prelados; éste dependió de las 
circunstancias específicas que cada uno afrontó. En términos generales podemos decir que la 
gran mayoría salió entre 1914 y 1915, habiendo regresado entre 1918 y 1919.

31 Chávez Sánchez nos da a conocer una interesante correspondencia entre algunos 
obispos y arzobispos mexicanos con el clero norteamericano y con el delegado apostólico de 
México radicado en Washington, monseñor Giovanni Bonzano. A través de ella los prelados se 
quejaban de la difícil situación que experimentaba el clero católico en México e informaban 
a detalle su visión de la persecución religiosa. Véase Chávez Sánchez, op. cit., p. 917-26.
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de este proyecto, mismo que pudo realizarse a mediados de 1915. El 
nuevo seminario recibió el nombre de “San Felipe Neri” y se ubicó 
en un poblado cercano a San Antonio, Texas, denominado Castroville; 
contó con ciento ocho alumnos inscritos, provenientes de trece diócesis 
mexicanas de los cuales llegaron a ordenarse de presbíteros cincuenta 
y nueve.32 Para marzo de 1918 el Seminario dejó de operar por falta 
de recursos; no obstante, su existencia fue un importante esfuerzo de 
los prelados residentes en el extranjero para no dejarse vencer ante los 
tiempos adversos.

A grandes rasgos, podríamos decir que el exilio favoreció la crea-
ción de un ‘bloque común’ entre los exiliados y la Santa Sede que, 
si bien tuvo como principal obstáculo la falta de un territorio donde 
ejercer las funciones eclesiásticas, cuando la diáspora terminó, la 
jerarquía mexicana contó con la capacidad para reasumir su papel y 
emprender su política social en un lapso relativamente breve.

En este contexto, el Vaticano33 jugó un papel estratégico al conse-
guir no sólo el retorno de los prelados a sus diócesis, sino también la 
reestructuración del Episcopado en su conjunto, nombrando obispos 
afines a su política social. Si tomamos en cuenta que con la Revolu-
ción, la alta jerarquía se desintegró ocasionando, por lo menos, una 
división entre los prelados en el exilio y los que se quedaron en el 
país, era de suma importancia para la Santa Sede recobrar el control 
del clero nacional promoviendo el regreso de los obispos y haciendo 
los nombramientos para ocupar las vacantes existentes con sacerdo-
tes formados bajo la óptica del catolicismo social. Su objetivo sería 
constituir un Episcopado con prelados proclives a ejercer la acción 
social católica para fortalecer la presencia de la Iglesia en el país.34 

32 Ibid., p. 903.
33 Aunque el Estado Vaticano surgió como tal en 1929, se utiliza este término porque 

así también se denomina la residencia pontificia.
34 Un ejemplo de la división que se dio entre los miembros del clero fue el caso del 

arzobispado de México. Ante la ausencia de su arzobispo, José Mora y del Río, el encargado 
de la sede fue Antonio Paredes, nombrado vicario general. De acuerdo con los informes 
que nos brinda Chávez Sánchez, este prelado entró en conflicto con varios miembros de la 
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De ellos, los más allegados a la postura de Roma eran los exiliados; 
de ahí el interés del papa Benedicto XV por promover el regreso a 
sus diócesis. 

A la desunión que se dio dentro de la alta jerarquía eclesiástica 
habría que agregar el fallecimiento de algunos obispos debido a su 
edad, la deficiente formación de otros o la indiferencia con respecto 
a los problemas; todo esto dejó ver la existencia de una crisis que 
sufrió el Episcopado mexicano en su conjunto. Sobre esta situación 
José María Troncoso, superior de los josefinos, dio su versión a Buena-
ventura Cerreti, importante funcionario del Vaticano, cuando le escribió 
a mediados de 1917:

Quizá [Ud.] mejor que yo conoce al Episcopado y habrá observado 
que en general es bueno pero adolece de unión, debilidad de carácter, 
falta de desprendimiento en muchos y de talento práctico en casi todos, 
para conducir a la Iglesia por el camino que exigen los actuales tiempos 
y las peculiares condiciones en que ahora se halla la Iglesia mexicana.

Recordará que se hacían grandes fiestas religiosas en México en las 
que había un verdadero derroche de esplendor inusitado; pero estaba 
descuidada por completo la instrucción de la clase obrera, la prensa, las 
escuelas, las misiones entre indios infieles, etc. Es cierto que a últimas 
fechas se hizo algo y yo mismo procuré dar un impulso a la educación 
de la clase obrera; pero fue ya tarde cuando la avalancha que se había 
formado era incontenible.

Por tanto, ya que no es cosa fácil transformar al Episcopado en 
un momento, quizá mucho podría conseguirse con el nombramiento 
de un delegado apostólico, cuando las circunstancias lo permitan [...] 
Este delegado, enérgico, prudente y competentemente autorizado por 
la Santa Sede, podría ir conduciendo al Episcopado actual para adquirir 

jerarquía incluido el propio arzobispo debido a la actitud poco solidaria que, de acuerdo con 
ellos, mostró hacia los exiliados, actuando de manera independiente e incluso minimizando la 
persecución religiosa. Por medio de la correspondencia que establecieron monseñor Herrera, 
obispo de Tulancingo, y Orozco y Jiménez, arzobispo de Guadalajara y, a su vez, entre éste y 
Mora y del Río, se sabe de las discrepancias que se dieron entre el susodicho vicario Paredes 
y los obispos en el exilio. Véase ibid., p. 905-9. 
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este talento práctico para la lucha y formar al futuro episcopado de esta 
manera.35

El contenido de la carta debió haber llegado a los oídos del Papa 
pues, apenas se dio la oportunidad, llegó a México monseñor John J. 
Burke, enviado especial del Vaticano (no en calidad de delegado sino 
en representación personal), a realizar las gestiones necesarias para 
conseguir el regreso de los prelados al país y negociar la aplicación 
de los artículos anticlericales, así como para conseguir la reorganiza-
ción de la Iglesia.36 Su presencia, registrada en enero de 1919, hasta 
donde se sabe no causó problemas y de hecho se le dieron todo 
género de facilidades para viajar e inspeccionar las diversas diócesis 
por todo el país.37 

35 “Carta de José María Troncoso, S. J., Sup. Gral. a Buenaventura Cerreti” citada por 
Chávez Sánchez. Ibid., p. 917-9.

36 Véase Aurelio de los Reyes, Cine y sociedad en México 1896-1930. Bajo el cielo de 
México 1920-1924, 1993, México, Instituto de Investigaciones Estéticas, UNAM, p. 18-9.

37 La presencia de monseñor Burke en nuestro país y los asuntos que vino a tratar con el 
presidente Carranza no están del todo claros. Tanto Jean Meyer como Antonio Rius Facius 
lo citan brevemente en sus estudios. Véase Meyer, op. cit., p. 108-9; Antonio Rius Facius, La 
juventud católica y la Revolución Mexicana, 1963, México, Jus, p. 133. Por su parte, Aurelio 
de los Reyes ofrece una explicación más amplia de las razones de la llegada de monseñor 
Burke a nuestro país dejando en claro que tuvo instrucciones expresas del Vaticano de arreglar 
los asuntos de la Iglesia y su relación con el gobierno. Véase Aurelio de los Reyes, op. cit., 
p. 18-9. Una postura aparentemente contraria se encontró en la correspondencia de Mora y 
del Río en la que el arzobispo Leopoldo Ruiz le escribió pidiéndole informes, en nombre de 
monseñor Kelly, sobre las facultades que monseñor Burke ejerció en el país. El arzobispo 
contestó diciéndole que dicho prelado no recibió ninguna autorización para arreglar asuntos 
eclesiásticos o para conseguir el regreso de algunos prelados. Esta negativa de Mora y del Río 
a reconocer las facultades de Burke en el país puede comprenderse por la peligrosa situación 
por la que la Iglesia atravesaba; posiblemente el arzobispo no quiso evidenciar los trabajos 
de un prelado extranjero en México (recuérdese el artículo 130). En los hechos, las gestiones de 
Burke tuvieron resultados; cómo explicar de otra forma que durante su estancia fue que se 
dio el retorno de los prelados y, más aún, que se dieron nuevos e importantes nombramientos 
dentro del Episcopado nacional. Véase Archivo Histórico del Arzobispado de México, AHAM; 
Sacerdotes difuntos; Mora y del Río; correspondencia arzobispado de Michoacán; gaveta 
152; carta de Leopoldo Ruiz a Mora y del Río; Morelia, 26 de enero de 1920. Respuesta, 
México, 29 de enero de 1920. 
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Era evidente que el clima anticlerical había cambiado por uno de 
tolerancia y moderación en el cual las normas constitucionales no 
fueron acatadas, quedando las cuestiones relativas a la nacionalidad 
de los sacerdotes y su injerencia en asuntos educativos al margen de 
las prioridades de los funcionarios públicos; de esta forma, la vida 
religiosa volvió a la normalidad.

La explicación de esta actitud tal vez se encuentre en el hecho 
de que Carranza nunca estuvo del todo convencido de las disposi-
ciones anticlericales por considerar que en México no se aceptarían 
pacíficamente.38 Ello lo llevó a presentar al Congreso de la Unión 
dos iniciativas de reforma constitucional dirigidas a derogar los párrafos 
séptimo y octavo del artículo 130 referentes al límite en el número de 
sacerdotes y su nacionalidad; no obstante, ninguna fue modificada.39 
De cualquier forma, durante su régimen no se intentó hacer válidos 
estos preceptos, mostrando en cambio, disposición por aplicar una 
política de acercamiento con la Iglesia.

Otra razón de esta actitud tal vez se encuentre en el supuesto 
compromiso que adquirió el primer jefe con el gobierno de los Estados 
Unidos, en el sentido de garantizar la libertad religiosa, como una de 
las condiciones que este país le imponía para su reconocimiento oficial; 
lo que ocurrió desde octubre de 1915 y para entonces (1917-1919) la 
presión de hacerlo cumplir seguía vigente.40 

38 La tesis de que Carranza no fue tan radical como el grupo que él representó la sos-
tienen varios autores. Véase Meyer, op. cit., p. 68; Charles C Cumberland, La Revolución 
Mexicana. Los años constitucionalistas, 1975, México, FCE, p. 342-4; Francisco Barbosa 
Guzmán, Jalisco desde la Revolución, 1988, Guadalajara, Gobierno del Estado de Jalisco, 
Universidad de Guadalajara, p. 227-8.

39 La iniciativa decía lo siguiente: “Se derogan los párrafos séptimo y octavo del artículo 
130 de la Constitución, que respectivamente dicen: Las legislaturas de los estados únicamente 
tendrán facultad de determinar, según las necesidades locales, el número máximo de ministros 
de los cultos. Para ejercer en México el ministerio de cualquier culto se necesita ser mexicano 
por nacimiento”. Véase Meyer, op. cit., p. 108.

40 De acuerdo con esta versión, el Secretario de Estado de los Estados Unidos justificó 
este reconocimiento expresando lo siguiente: “antes de decidirnos a reconocer el gobierno 
del Sr. Carranza, le han sido pedidas las seguridades del caso en mérito al tratamiento de 
los religiosos. Y el [gobierno de] Carranza ha hecho la siguiente declaración: los religiosos 
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En términos generales, la situación de los católicos mejoró: la 
presencia de la Iglesia aumentó por medio del culto, los obispos regre-
saron al país, volvieron a establecerse las órdenes religiosas, se llevó 
a cabo la devolución de templos y, sobre todo, se pudo continuar con 
la obra de acción social católica.41

No obstante, una vez más, los problemas de la sucesión presidencial 
trajeron desajustes y ante el estallido de un nuevo levantamiento, en 
esta ocasión iniciado por el grupo de Sonora,42 el presidente Carranza 
se vio obligado a abandonar la ciudad con el propósito de establecer su 
gobierno en Veracruz. En el camino se dio el desenlace: fue asesinado 
en el poblado de Tlaxcalantongo, cuando descansaba en una humilde 
choza la noche del 20 de mayo de 1920.43 

que no se han mezclado, ni se mezclen en la política activa de la nación, pueden libremente 
regresar a México, donde encontrarán protección para sus vidas y para sus bienes, y gozarán 
de completa libertad para continuar atendiendo su obra de religión, sólo que su actividad no 
se extienda hasta el campo político”. Véase Chávez Sánchez, op. cit., p. 897-8.

La influencia norteamericana para evitar que el gobierno mexicano cumpliese con los 
artículos constitucionales relacionados con la cuestión religiosa también se dejó ver en el informe 
preliminar que el Subcomité Fall dio a conocer el 20 de mayo de 1919, la víspera del asesi-
nato de Carranza. En dicho documento se recomendaba al senado de ese país condicionar el 
reconocimiento de Carranza o, en su caso, retirarlo hasta que se derogaran los artículos 130 
y 3 constitucionales, mismos que afectaban a los misioneros estadounidenses residentes en 
México y a sus educadores y escuelas establecidas en el territorio nacional. Mediante este 
informe quedaba claro que no sólo la Iglesia católica sufría los efectos de la nueva Consti-
tución, sino que también la Iglesia protestante de Estados Unidos, con una cierta presencia 
en nuestro país, había salido perjudicada con la reciente legislación mexicana. Véase Carmen 
Collado Herrera, “Del Capitolio a Bucareli: ¿cesión de soberanía o realismo político?” en Ana 
Rosa Suárez Arguello (coord.), Pragmatismo y Principios. La relación conflictiva entre México 
y Estados Unidos, 1810-1942, 1998, México, Instituto Mora, p. 329-30.

41 Barbosa Guzmán, op. cit., p. 238.
42 Este grupo estaba integrado por Álvaro Obregón, Plutarco Elías Calles y Adolfo de la 

Huerta, entre otros, quienes elaboraron el Plan de Agua Prieta, dado a conocer el 23 de abril 
de 1920. En él, básicamente se desconocía al presidente por su imposición y se nombraba 
como jefe supremo del Ejército Liberal Constitucionalista al hasta entonces gobernador de 
Sonora, Adolfo de la Huerta. Un aspecto muy importante del plan era que asumía la autoridad 
de la Constitución vigente, es decir, la recién promulgada de 1917. Véase Álvaro Matute, 
Historia de la Revolución Mexicana 1917-1924. La carrera del caudillo, 1980, México, El 
Colegio de México, p. 109. 

43 Sobre la muerte de Carranza surgieron dos versiones. La primera sostuvo que el Presi-
dente murió balaceado desde fuera del jacal donde se encontraba y la segunda planteó que 
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El vacío dejado por Carranza abrió el espacio para que el grupo de 
Sonora tuviera acceso al poder; así, a tan sólo diez días del magnicidio, 
Adolfo de la Huerta tomaba posesión como presidente provisional. 

Estas nuevas circunstancias que el país afrontaba, no modificaron 
las actitudes moderadas hacia la Iglesia que el grupo en el poder venía 
ejerciendo. En palabras de monseñor Burke, aún de visita en el país, 
existía la mejor disposición tanto del presidente provisional, de De la 
Huerta, como del presidente electo, Álvaro Obregón, de que se respe-
taría la libertad de enseñanza y de religión,44 incluso, en un informe 
que dirigió al Papa, le hizo saber sobre el regreso de los obispos al país 
–después del exilio forzoso– sugiriendo que era un momento propicio 
para que se formalizase el envío de un representante autorizado 
del Vaticano que ayudara a mejorar las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado mexicano.45 

Pese al escaso tiempo que de la Huerta estuvo en el poder46 
(seis meses), su postura hacia el clero permitió que la alta jerarquía 
eclesiástica volviera a tomar las riendas de sus diócesis propiciando un 
ambiente tolerante que, en definitiva, la Iglesia supo aprovechar. Por el 
momento, las protestas contra la nueva Constitución se suspendieron, 
no así los trabajos de acción social católica; éstos continuaron desarro-
llándose de manera más contundente. Las condiciones estaban dadas 
para ello.

después de haber sido herido en una pierna, don Venustiano Carranza optó por suicidarse. 
Véase Enrique Krauze, Puente entre siglos Venustiano Carranza, 1987, México, FCE, Biogra-
fía del poder/5, p. 161-72.

44 “Un delegado de S.S. Benedicto XV viene a México”, El Universal, 11 de octubre 
de 1920, p. 1.

45 Ibidem.
46 Adolfo de la Huerta gobernó en calidad de presidente sustituto del 1 de junio de 1920 

al 30 de noviembre del mismo año.
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